
 

 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE SUCRE 
SALA PRIMERA DE DECISIÓN ORAL 

 

Sincelejo, quince (15) de Junio de dos mil dieciocho (2018) 

 

Magistrado Ponente: RUFO ARTURO CARVAJAL ARGOTY  

 

RADICACIÓN:  70-001-33-33-004-2018-00087-01 

DEMANDANTE:  CORPORACIÓN AUTÓNOMA 
REGIONAL DE SUCRE (CARSUCRE)  

DEMANDADO:  MUNICIPIO EL ROBLE - SUCRE  

MEDIO DE CONTROL:  ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO 
 

 
Procede la Sala, a decidir la impugnación interpuesta por la parte 

demandante, contra la sentencia adiada 23 de mayo de 2018, emit ida por 

el Juzgado Cuarto Administrat ivo Oral del Circuito de Sincelejo, mediante la 

cual, se negaron las pretensiones de la demanda. 

 

I.- ANTECEDENTES: 

 

1.1.- Pretensiones1: 

 

La CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE SUCRE (CARSUCRE), 

actuando a través de apoderada judicial, interpuso Acción de 

Cumplimiento contra el MUNICIPIO DE EL ROBLE - SUCRE, con el objeto de 

que el ente municipal, de cumplimiento a las disposiciones contenidas en 

los arts. 44 de la Ley 99 de 1993 y 2 y 3 del Decreto 1339 de 1994, 

concretamente, en lo que se refiere a (i) t ransferir al demandante la suma 

de DIEZ MILLONES NOVECIENTOS DIEZ MIL CUATROCIENTOS TRECE PESOS 

(10.910.413.oo), por concepto de sobretasa (sic) ambiental correspondiente 

a: 1. Año 2007 (cuarto trimestre); 2. Año 2009 (cuarto trimestre); 3. Año 2010 

(cuarto trimestre); 4. Año 2011 (primer trimestre) y 5. Año 2015 (primer 

                                                                 
1 Abstraídas de los Folio 1 - 4, del cuaderno de primera instancia. 
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t rimestre) y (ii) expedir las cert ificaciones de los valores recadados durante 

el segundo trimestre del año 2001; tercer y cuarto trimestre del año 2003 y 

2004; cuarto trimestre de 2005; tercer y cuarto trimestre del año 2014 y primer 

y tercer t rimestre del año 2016, atendiendo lo señalado en cert ificación del 

16 de noviembre de 2016.   

 

1.2.- Hechos de la demanda2: 

 

En criterio del demandante, expuesto tácitamente, el art . 44 de la Ley 99 de 

1993, establece el porcentaje y/o sobretasa ambiental a la propiedad del 

inmueble, disposición modificada a su vez por el art . 10 del Decreto 141 de 

2011, t ributo que debe ser recaudado por los entes municipales y girados a 

las Corporaciones Autónomas Regionales por t rimestres, a medida que la 

ent idad territorial efectúe el recaudo y, excepcionalmente, por anualidades 

antes del 30 de marzo de cada año subsiguiente al período de recaudación.  

 

Para tal efecto, indica tácitamente el demandante, a tenor de lo señalado 

en el art . 1º del Decreto 1339 de 1994, el municipio podía acudir a cualquiera 

de dos de las siguientes vías:  

 

1. Como sobretasa, que no podrá ser inferior al 1.5 por mil, ni superior al 2.5 

por mil sobre el avalúo de los bienes que sirven de base para liquidar el 

impuesto predial y, como tal, cobrada a cada responsable del mismo, 

discriminada en los respectivos documentos de pago. 

 

2. Como porcentaje del total del recaudo por concepto del impuesto 

predial, que no podrá ser inferior al 15%, ni superior al 25.9% de tal recaudo. 

 

Resultando que en este caso, el ente demandado, “ha desconocido los 

mandat os legales cont enidos en los art s. 44 de la Ley 99 de 1993 y 2 y 3 del 

Decret o 1339 de 1994, puest o que a la fecha adeuda a CARSUCRE la suma 

                                                                 
2 Folios 1 - 3, del cuaderno de primera instancia.  
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de DIEZ MILLONES NOVECIENTOS DIEZ MIL CUATROCIENTOS TRECE PESOS 

($10.910.413.oo), por concept o de sobret asa ambiental correspondiente a:  

 

Año 2007, cuart o t rimest re. 

Año 2009, cuart o t rimest re. 

Año 2010, cuart o t rimest re. 

Año 2011, primer t rimest re. 

Año 2015, primer t rimest re”.  

 

Y “de igual forma no ha cert ificado los valores recaudados durant e el 

segundo t rimest re del año 2001, t ercer y cuart o t rimest re del año 2003 y 2004, 

cuart o t rimest re de 2005 y t ercer y cuart o t rimest re del año 2014 y primer, 

segundo y t ercer t rimest re del año 2016”. 

 

Señala la parte demandante, que mediante oficio No. 00231 de 19 de enero 

de 2017, requirió de manera directa al Municipio de El Roble – Sucre, diera 

cumplimiento a su deber legal descrito en las normas ya indicadas, 

concediéndose un término de diez (10) días  para que consignara la suma 

adeudada y emit iera las cert ificaciones antes mencionadas, sin que se 

obtuviera respuesta alguna.  

  

1.3.- Actuación procesal. 

 

La demanda fue presentada el día 18 de abril de 20183, correspondiéndole 

por reparto al Juzgado Cuarto Administrat ivo Oral del Circuito de Sincelejo4, 

ente judicial que la admit ió, mediante auto de fecha 23 de abril de 20185. 

 

1.4.- Contestación de la demanda6: El Municipio de El Roble - Sucre contestó 

la acción de cumplimiento, manifestando, frente a los hechos, que algunos 

son ciertos, unos no son un hecho y que otro es parcialmente cierto. 

 

                                                                 
3 Folio 4 del cuaderno de primera instancia. 
4 Folio 15 del cuaderno de primera instancia. 
5 Folio 17 del cuaderno de primera instancia. 
6 Folio 43 del cuaderno de primera instancia. 
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En relación con este últ imo aporta copia de recibos de pago y resoluciones 

que los disponen, correspondiente a la sobretasa (sic) e intereses, que en su 

decir, acreditarían el acatamiento parcial del deber indicado.  

 

Como argumento de su defensa indica, que la acción de cumplimiento es 

improcedente, dado su carácter residual y subsidiario y en virtud de la 

existencia de mecanismos ordinarios existentes, para conseguir los mismos 

fines.  

 

1.5. La providencia recurrida7 

 

El Juzgado Cuarto Administrat ivo Oral del Circuito de Sincelejo, mediante 

providencia del 23 de mayo de 2018, negó la acción de cumplimiento 

deprecada por CARSUCRE.  

 

Como fundamento de su decisión, luego de recrear un marco normativo 

sobre el tema y aceptar que para casos como el t ratado, el medio de 

control resulta procedente, señaló: 

 

“… Para ello t enemos que la part e act ora pret ende el 

cumplimient o de la obligación cont ent iva en el art . 44 de la Ley 99 

de 1993 y art ículos 2 y 3 del Decret o 1339 de 1994, const it uyendo 
como requisit o de procedibilidad de la demanda, la renuencia, 

t al y como const a a folios 5-7. 
 

Ahora bien, t al y como se expuso en apart es precedent es, en el 

present e asunt o el concept o de la sobret asa ambient al, no hace 
part e de la excepción de procedibilidad del cumplimient o por 

dirección u ordenación del gast o, sin embargo, dada la suma 

generalidad de las normas de las cuales se exige su cumplimient o 
a t ravés de est e medio de cont rol concret o de const it ucionalidad, 

no es posible erigir del acervo allegado, una obligación clara, 
expresa y det erminable, ant e el event ual reconocimient o o no de 

la t ransferencia del porcent aje de la sobret asa ambient al, 

aspect os que alude a escenarios de debat e sobre derechos 
subjet ivos, que escapan de la órbit a de est a acción y son 

subsumibles a t ravés de ot ros medios de defensa como lo es el 

agot amient o del procedimient o administ rat ivo de la solit ud de 
t ales valores y ant e la event ual negat iva del reconocimient o u 

                                                                 
7 Folios 179 – 183, del cuaderno de primera instancia. 
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acaecimient o del daño, el ejercicio de los medios de cont rol 

cont encioso administ rat ivo como lo es la nulidad y 

rest ablecimient o del derecho o la reparación direct a de ser el 
caso”.   

 

1. 5.- La impugnación8 

 

Inconforme con la decisión de primer grado, la parte accionante la 

impugnó, a fin de que sea revocada en esta instancia. 

 

Aduce la parte actora, que: 

 

“… result a inconcebible dicha apreciación, puest o que cuando 

CARSUCRE, a t ravés de la Subdirección Administ rat iva y Financiera 
cert ifica que el municipio de El Roble le adeuda la suma de DIEZ 

MILLONES NOVECIENTOS DIEZ MIL CUATROCIENTOS TRECE PESOS 

($10.910.413.oo) por concept o de sobret asa ambient al 
correspondient e al año 2007, cuart o t rimest re, año 2009, cuart o 

t rimest re, año 2010, cuart o t rimest re, año 2011, primer t rimest re, 

año 2015, primer t rimest re, lo hace con fundament o en 
cert ificaciones que el mismo municipio remit e a dicha ent idad 

sobre los valores recaudados en cada vigencia y que por 
mandat o legal debe hacerse al vencimient o de cada t rimestre, es 

decir señor Juez que los valores que CARSUCRE reclama no son 

est ipulados de manera caprichosa sino que corresponden a la 
información que cada municipio ha cert ificado con ant elación, 

siendo así, se t iene ent onces que la prueba cont undent e de la 
obligación adeudada por concept o de t ransferencias de 

SOBRETASA AMBIENTAL es la cert ificación que se aport ó en el 

escrit o de acción de cumplimient o, es decir la cert ificación de 
fecha 16 de noviembre de 2016, expedida por la Subdirección 

Administ rat iva y Financiera de CARSUCRE, la cual no podría bajo 

ninguna circunst ancia est e operador jurídico desconocer”. 
 

II. CONSIDERACIONES  

 

2.1. Competencia: 

 

El Tribunal es competente, para conocer en Segunda Instancia, de la 

presente impugnación, en atención a lo establecido en el art ículo 27 de la 

Ley 393 de 1997. 

                                                                 
8 Folios 191 - 192, del cuaderno de primera instancia. 
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2.2. Problema jurídico.  

 

El problema jurídico a desatar, radica en determinar: ¿Deben negarse las 

pretensiones ejercidas al interior del medio de control de cumplimiento de 

normas con fuerza material de ley, para el cobro de transferencias derivadas 

del denominado porcentaje y/o sobretasa ambiental, cuando la 

administración ha provocado un acto administrat ivo ficto negativo que 

puede ser objeto de demanda por un medio ordinario de control y se 

discute por el accionado el cumplimiento parcial de la obligación? 

 

2.3. Análisis de la sala. 

 

2.3.1. La acción de cumplimiento en general. Requisitos para su 

procedencia. 

 

La Const itución de 1991, consagró en su art ículo 87, un instrumento procesal 

para hacer efectivo el cumplimiento de la ley y de los actos administrat ivos. 

Dicha norma const itucional, ha sido desarrollada por el legislador a través 

de la Ley 393 de 1997. De la interpretación integral de los art ículos 1, 8, 9, 10, 

20 y 21 de la mencionada normativa y de la jurisprudencia del Máximo 

Órgano de lo Contencioso Administrat ivo, se infiere que son requisitos para 

la procedencia de la acción de cumplimiento: 

  

1. Que exist a una norma con fuerza mat erial de ley o act o administ rat ivo 

que cont enga un deber jurídico omit ido t ot alment e, claro, expreso, 
exigible, preciso, imperat ivo e inobjet able9. 

 

2. Que dicho deber se encuent re en cabeza de la aut oridad 
demandada. 

 
3. Que se demuest re la renuencia de cumplir el deber. 

                                                                 
9“Cuando se trate del cumplimiento de actos administrativos de contenido particular y 

concreto, el deber omitido debe ser tan preciso, que se pueda asimilar a un título ejecutivo 

a favor del solicitante, es decir, que el acto que contenga una obligación expresa, clara y 
exigible que haga posible el mandamiento de su cumplimiento”. Consejo de Estado. Sala 

de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda – Subsección "A". C. P. Dra. DOLLY 

PEDRAZA DE ARENAS. Sentencia del 9 de octubre de 1997. Radicación número: ACU-017. 

Actor: ASOCIACIÓN COLOMBIANA DE EXPORTADORES DE PAPA "EXPOPAPA".  Demandado: 

INSTITUTO COLOMBIANO AGROPECUARIO – ICA -.  
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4. Que no exist e ot ro mecanismo de defensa judicial para la prot ección 

del derecho pret endido. 
 

5. Que de la ejecución de la norma o act o administ rat ivo no se derive la 
mat erialización de gast os a cargo de la administ ración.  

 

Frente a estos requisitos, la jurisprudencia del Consejo de Estado, ha dicho: 

 

“Trat ándose de la acción de cumplimient o es necesario que el 

mandat o incumplido sea imperat ivo, indudable, específico, 

inequívoco, es decir, que a la sola vist a de su t ext o el juez t enga la 
cert eza irrefut able de que aquella aut oridad a la cual ordenará 

cumplir lo incumplido sí es, sin discusión, la llamada a acat ar la 
obligación inobservada.”10  

 

En esa misma línea de pensamiento, ha dicho el H. Consejo de Estado que: 

 

“Según se colige del cont enido de la Ley 393 de 1997, los requisit os 

mínimos exigidos para que la acción de cumplimient o prospere, 

son los siguient es: 
 

a) Que el deber jurídico que se pide hacer cumplir se encuent re 
consignado en normas aplicables con fuerza mat erial de ley o 

act os administ rat ivos vigent es (Art . 1º). 

 
b) Que el mandat o sea imperat ivo e inobjet able y que est é 

radicado en cabeza de aquella aut oridad pública o del part icular 
en ejercicio de funciones públicas, frent e a los cuales se reclama 

su cumplimient o (Art s. 5º y 6º). 

 
c) Que el act or pruebe la renuencia de la ent idad accionada 

frent e al cumplimient o del deber ant es de inst aurar la demanda, 

ocurrida ya sea por acción u omisión del exigido o por la ejecución 
de act os o hechos que permit an deducir su inminent e 

incumplimient o (Art . 8º). 
 

d) Que el afect ado no t enga o haya podido ejercer ot ro 

inst rument o judicial para lograr el efect ivo cumplimiento del deber 
jurídico o administ rat ivo, salvo el caso que, de no proceder el juez, 

se produzca un perjuicio grave e inminent e para quien ejerció la 
acción, circunst ancia ést a que hace improcedent e la acción, así 

como t ambién conduce a ése est ado el pret ender el 

cumplimient o de normas que est ablezcan gast os a la 

                                                                 
10 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, C. P. Dra. 

CLARA FORERO DE CASTRO. Sentencia del 16 de julio de 1998. Radicación número: ACU-

337. 
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administ ración o la prot ección de derechos que puedan ser 

garant izados a t ravés de la acción de t ut ela (Art . 9º)”11 
 

En torno al objeto de la acción de cumplimiento, ha expresado el Consejo 

de Estado que: 

 

“La acción de cumplimient o previst a en el art ículo 87 de la 

Const it ución Polít ica y desarrollada por la Ley 393 de 1997, 
propende por la mat erialización efect iva de aquellos mandat os 

cont enidos en leyes o en act os administ rat ivos, a efect os de que 

el Juez de lo Cont encioso Administ rat ivo le ordene a la aut oridad 
que se const it uya renuent e, proveer al cumplimient o de aquello 

que la norma prescribe. Es un mecanismo procesal idóneo para 

exigir el cumplimient o de las normas o de los act os administ rat ivos, 
pero al igual que la acción de t ut ela es subsidiario, en t ant o que 

no procede cuando la persona que promueve la acción t enga o 
haya t enido ot ro inst rument o judicial para lograr el efect ivo 

cumplimient o de la norma o del act o incumplido; t ampoco 

cuando su ejercicio persiga el cumplimient o de normas que 
est ablezcan gast os”12 

 

Decantadas las part icularidades generales de la acción de cumplimiento, 

considera necesario este Tribunal, hacer referencia al tema del contenido, 

alcance y objeto de este mecanismo const itucional.  

 

2.3.2. Contenido, alcance y objeto de la acción de cumplimiento. 

 

El art ículo 8 de la antedicha Ley 393 de 1997, reguló lo at inente a la 

procedibilidad de la acción de cumplimiento, bajo los siguientes términos:   

 

“ARTÍCULO 8o. PROCEDIBILIDAD. La Acción de Cumplimient o 

procederá cont ra t oda acción u omisión de la aut oridad que 
incumpla o ejecut e act os o hechos que permit an 

deducir inminent e incumplimient o de normas con fuerza de Ley o 

Act os Administ rat ivos. También procederá cont ra acciones u 
omisiones de los part iculares, de conformidad con lo est ablecido 

en la present e Ley.” 

                                                                 
11 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. C . P. Dra.  

MARÍA NOHEMI HERNÁNDEZ PINZÓN. Sentencia del 9 de septiembre de 2005, Radicación 

número 08001-23-31-000-2005-00150-01(ACU) Actor: Bernardino Orozco Ulloa. Demandado: 

Sociedad de Acueducto, alcantarillado y aseo de Barranquilla S.A. ESP.  
12 Consejo de Estado, Sección Quinta. Radicación número: 27001-23-33-000-2014-00002-

01(ACU). C. P. Dra. SUSANA BUITRAGO. 
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Como se ve, la norma en cita estableció una doble modalidad, en cuanto 

a la conducta que generaría incumplimiento, respecto de normas con 

fuerza material de Ley o actos administrat ivos, estas son: un actuar posit ivo 

que materialice la renuencia13 o un actuar negativo (omisión), que conlleve 

al mismo resultado.     

 

Ahora bien, sobre el contenido y alcance del mecanismo judicial 

desplegado en el caso de marras, enseñó la Honorable Corte Const itucional 

en sentencia C-1194 de 2001:  

 

“La acción de cumplimient o quedó finalment e consagrada en el 
t ext o del art ículo 87 de la Cart a Polít ica de 1991 que 

post eriorment e fue desarrollado a t ravés de la Ley 393 de 1997. 

Est a mat eria, en los t érminos en que ha sido concebida por la ley, 
ya ha sido objet o de est udio por part e de la Cort e en varias 

oport unidades en las que ha fijado el cont enido y alcance general 
de la acción de cumplimient o dent ro de nuest ro sist ema jurídico. 

En palabras de est a Corporación: 

 
“En un Est ado Social de Derecho en donde el ejercicio del poder 

est á supedit ado a la observancia de la Const it ución y al imperio 

de la legalidad, es esencial el respet o por la eficacia mat erial de 
la normat ividad creada por el legislador y de los act os 

administ rat ivos que dent ro del marco de sus respect ivas 
compet encias expiden las diferent es aut oridades en 

cumplimient o de los comet idos o t areas a ellas asignadas. En 

efect o, result a paradójico que muchas veces las normas quedan 
escrit as, es decir, no t ienen ejecución o concreción práct ica en la 

realidad, de modo que el proceso legislat ivo y su product o se 
conviert en a menudo en inoperant es e inút iles. Igual cosa sucede 

con los act os administ rat ivos que la administ ración dict a pero no 

desarrolla mat erialment e.  
 

                                                                 
13 Al respecto, Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. 

C. P. Dr. CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO, sentencia del 24 de septiembre de 2015. Exp. 

250002341000201500041-01 “La renuencia es la rebeldía15 de una autoridad o de un 

particular que ejerce funciones públicas, en cumplir una norma con fuerza de ley o un acto 

administrativo que consagra en su cabeza el deber claro, imperativo e inobjetable que se 

le pide atender, contenido en una norma (Ley en sentido material) o en un acto 

administrativo. Es requisito de procedibilidad de la acción de cumplimiento pues así lo exige 

el artículo 8º de la Ley 393 de 1997. Consiste en que antes de acudir a la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, el actor solicite a la autoridad o al particular que cumpla 

funciones públicas que acaten el deber imperativo previsto en la norma o en el acto 

administrativo. Debe señalarle la norma o el acto administrativo de manera precisa y cla ra. 

Tal exigencia, como lo prevé el numeral 5º del artículo 10 de la Ley 393 de 1997, se debe 

acreditar con la demanda de cumplimiento, so pena de ser rechazada de plano la 

solicitud, por expresa disposición del artículo 12” 
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“En el Est ado Social de Derecho que busca la concreción mat erial 

de sus objet ivos y finalidades, ni la función legislat iva ni la ejecutiva 

o administ rat iva se agot an con la simple formulación de las normas 
o la expedición de act os administ rat ivos, pues los respect ivos 

comet idos propios de dicho Est ado sólo se logran cuando efect iva 
y realment e t ienen cumplimient o las referidas normas y act os. 

 

“Es así como, de conformidad con lo dispuest o en el art ículo 2 
Superior, es fin esencial del Est ado garant izar la efect ividad de los 

principios, derechos y deberes consagrados en la Const it ución, y 
asegurar la vigencia de un orden just o. Para ello, agrega est e 

precept o que las aut oridades de la República est án inst it uidas 

para prot eger a las personas en sus derechos y para asegurar el 
cumplimient o de los deberes sociales del Est ado y de los 

part iculares”14. 

 
La acción de cumplimient o que consagra el art ículo 87 de la 

Const it ución hace t it ular a t oda persona de "pot est ades e 
int ereses jurídicos act ivos frent e a las aut oridades públicas y aún 

de los part iculares que ejerzan funciones de est a índole, y no 

merament e dest inat aria de sit uaciones pasivas, concret adas en 
deberes, obligaciones o est ados de sujeción para poner en 

movimient o la act ividad jurisdiccional del Est ado”15 mediant e la 

present ación de una solicit ud dirigida a obt ener el cumplimient o 
de una ley o de un act o administ rat ivo que ha impuest o ciert os 

deberes a una aut oridad, la cual se muest ra renuent e a cumplirlos.  
En est e orden de ideas, es necesario est ablecer cuándo es posible 

afirmar que se present a el incumplimient o de un deber jurídico, 

consagrado en una ley o un act o administ rat ivo, por part e de la 
administ ración.” 

 
Posteriormente, en el mismo pronunciamiento, el Máximo Tribunal 

Const itucional, en lo que atañe al tópico relacionado con la inactividad de 

la administración y las modalidades de la inacción, dijo:  

 

“Las aut oridades administ rat ivas t ienen asignadas compet encias 

específicas para el cumplimient o de las funciones del Est ado. De 

est a forma se busca garant izar las finalidades esenciales del 
Est ado y el cumplimient o de los deberes sociales de las 

aut oridades (Art . 2 C.P.). Por lo t ant o, la administ ración no t iene la 
pot est ad de permanecer t ot alment e inact iva sino que, por el 

cont rario, el deber de act ividad es primigenio. Dicha act ividad no 

t iene que t raducirse en un act o administ rat ivo, porque puede 
consist ir en el seguimient o y análisis de una realidad det erminada. 

                                                                 
14 Cfr. la ya citada C-157 de 1998 (MM.PP. Antonio Barrera Carbonell y Hernando Herrera 

Vergara).  
15 Ibid. C-157 de 1998. 
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No obst ant e, como es bien sabido, la administ ración pública en 

ocasiones permanece inact iva. Ello se debe a múlt iples fact ores.  
 

La inact ividad de la administ ración puede obedecer, por ejemplo, 

a la simple congest ión o a la negligencia, caso en el cual habría 
un claro incumplimient o de la función pública, en desmedro del 

aseguramient o de las finalidades del Est ado.  
 

En ot ras sit uaciones la inact ividad es t an solo aparent e. Es el caso 

de la inacción administ rat iva dada la necesidad de t omarse el 
t iempo suficient e para ponderar una sit uación compleja ant es de 

adopt ar una decisión. En est e event o no se est á necesariament e 

frent e a un incumplimient o de la función pública, sino frent e al 
ejercicio legít imo de las compet encias administ rat ivas siempre que 

se t rat e de un lapso razonable para la t oma de una decisión.  
 

También puede present arse el caso de la llamada capt ura de la 

ent idad administ rat iva por int ereses deseosos de evit ar que la 
administ ración regule una det erminada mat eria. En est e event o, 

la parálisis de la ent idad es el result ado de la influencia que sobre 

ella ejercen los event uales dest inat arios de su act ividad, los cuales 
logran que ést a no desarrolle las funciones que la ley le ha 

encomendado. 
 

Por últ imo, algunas aut oridades permanecen inact ivas como 

result ado de la corrupción, que t iene múlt iples orígenes y 
manifest aciones que no son del caso recordar. 

 

El problema de la inact ividad de la administ ración ha sido 
t radicionalment e abordado por el legislador a t ravés de las 

inst ituciones del derecho de pet ición y del silencio administrat ivo.  
 

Tradicionalment e el derecho de pet ición ha servido como un 

mecanismo en manos de los part iculares para impulsar la 
act ividad de la administ ración pública, sea que se pret enda la 

prot ección de int ereses generales o part iculares, como se 

desprende del art ículo 5 y siguient es del Código Cont encioso 
Administ rat ivo. La falt a de at ención a las pet iciones da lugar a 

sanciones para el funcionario negligent e. Es así como el derecho 
de pet ición cumple una import ant e función de movilización de la 

act ividad de la administ ración. Est a Cort e ya ha resalt ado la 

t rascendencia del derecho de pet ición en una democracia 
part icipat iva y la necesidad de que las pet iciones sean resuelt as 

de manera oport una y con pronunciamient o expreso y específico 
acerca de lo pedido por el part icular. 

 

Por su part e, en mat eria de silencio administ rat ivo, en ciert as 
condiciones, la inacción de la administ ración puede concluir en 

un act o presunt o que el administ rado puede luego demandar 

ant e la jurisdicción cont enciosa administ rat iva puest o que dicho 
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act o, frut o del silencio, se ent iende generalment e como negativo, 

es decir, como desfavorable a los administ rados. La ley t ambién 

puede disponer que el silencio debe int erpret arse como una 
decisión favorable al administ rado, caso en el cual se est á ant e el 

silencio posit ivo. 
 

No obst ant e, el silencio administ rat ivo no conduce a que la 

administ ración realment e act úe. Su inact ividad cont inúa. El juez 
cont encioso no le exige que expida el act o presunt o con el cual 

se supone t erminó dicha inact ividad. Por eso, se han concebido 
ot ras formas de afront ar la inact ividad de la administ ración. Por 

ejemplo, para incent ivar la acción de la administ ración se puede 

invert ir la regla general de que el act o presunt o en caso de silencio 
se ent iende adopt ado en sent ido negat ivo, de t al manera que si 

la administ ración no act úa, su omisión se asimila a un act o t ácit o 

favorable al administ rado, salvo las excepciones expresament e 
enumeradas en normas con fuerza de ley. 

 
Con t odo, est as reformas no logran que la administ ración 

efect ivament e act úe ni permit en al juez cont encioso ordenarle 

que lo haga. Además, cuando la inact ividad de la administ ración 
no versa sobre la expedición de act os administ rat ivos part iculares, 

sino sobre act os generales mediant e los cuales se  desarrolla la ley 

para asegurar su debido cumplimient o en el marco de una pol ít ica 
pública definida, no es posible presumir el cont enido del act o 

omit ido. Est o es aún más claro cuando el act o general omit ido es 
una regulación cuyo cont enido puede variar significat ivament e 

según las circunst ancias de hecho generales a regular y las 

conveniencias públicas apreciadas por el órgano regulador.  
 

Por eso, en el derecho comparado se pueden ident ificar ot ras 
formas de t rat ar la inact ividad de la administ ración. Así, en el 

derecho anglosajón algunos mecanismos procesales han 

t radicionalment e buscado exigir que la administ ración pública 
efect ivament e adopt e una decisión y en el derecho francés, 

ancest ralment e reacio a que el juez cont encioso impart a órdenes 

a la administ ración, se han acrecent ado los poderes del juez al 
respect o. 

 
La acción de cumplimiento fue una innovación del Constituyente 

de 1991 encaminada a afrontar el problema de la inactividad de 

la administración cuando ésta se manifiesta, en principio, en una 
omisión.  En tal caso, al juez le corresponde ordenar que cese la 

omisión y se cumpla el deber.  

 

Pero la inact ividad de la administ ración que da origen al 

incumplimient o de un deber jurídico, t ambién puede expresarse a 
t ravés de acciones16 que, a pesar de most rar una act ividad 

posit iva por part e de diferent es órganos del Est ado, se t raducen 
                                                                 
16 Esta es una posibilidad expresamente prevista en el artículo 8 de la Ley 393 de 1997.    
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en una forma de eludir sus obligaciones o cumplen de manera 

insuficient e los deberes cont enidos en una ley o en un act o 
administ rat ivo.  En estos casos, al juez competente le 
corresponderá determinar en qué consiste el incumplimiento del 

deber jurídico en cuestión y tomar las decisiones complementarias 
que aseguren el reconocimiento de los derechos de los 

particulares y la obtención de las finalidades perseguidas por las 

normas incumplidas por el deber parcialmente omitido. 

 

Sin duda, la const at ación de la inact ividad est at al es una labor 
que corresponde apreciar al juez caso por caso, at endiendo a las 

diferent es modalidades que puede revest ir un deber señalado por 

la ley o cont enido en un act o administ rat ivo. Dicho deber puede 
haber sido definido por la norma t eniendo en cuent a 

circunst ancias de t iempo, modo, o lugar que t ienen un peso y una 

relevancia diferent e en cada caso concret o. La orden que 
impart a el juez ha de corresponder a la modalidad del deber 
omit ido”. (Negrilla y subrayado de la Sala)  

 

Así las cosas, de los contenidos normativos y jurisprudenciales precedentes 

se desprende, que la acción de cumplimiento t iene como principal objeto, 

el hacerle frente a la inobservancia en que incurren las autoridades en el 

ejercicio de sus competencias específicas. 

 

En efecto, el reseñado instrumento procesal const itucional, se erige dentro 

del ordenamiento jurídico, con el  fin de materializar el cumplimiento de las 

funciones del Estado, ante la inacción o acción inadecuada de los agentes 

del mismo, debiendo el operador jurídico al que se le ponga en 

conocimiento una situación part icular, en la cual se alegue el 

incumplimiento de algún deber señalado por la ley o contenido en un acto 

administrat ivo, establecer en primera medida, si tal actuar posit ivo o 

negativo existe, porque de no ser así, la acción const itucional de 

cumplimiento, se torna abiertamente improcedente a la luz de la norma 

específicamente estudiada. 

 

En este punto es bueno señalar, que la discusión fundada en que las 

autoridades públicas, entre sí, no pueden exigirse mutuamente el 

cumplimiento de la ley, pues, const ituye su deber hacerlo, en punto de tal 



 

Expediente No. 70-001-33-33-004-2018-00087-01 

Acción de Cum plimiento - Segunda Instancia 

 

 

14 

 

exigencia, se ha inclinado la jurisprudencia17 por señalar, que bien puede 

hacerse, pues, los conflictos que surjan entre ent idades que hacen parte de 

la administración deben dirimirse, bien sea a través de la consideración de 

los conflictos de competencia por parte del superior jerárquica a quien se 

atribuya la función o bien, mediante el ejercicio de los medios de control 

judicial, diferenciándose, claro está, entre lo que debe entenderse como 

coordinación al interior de la administración con la posición dominante que 

entre ent idades puede exist ir, brindándose así solución a tales conflictos. 

 

Resultando en casos como el t ratado, que bien puede acudirse a la 

jurisdicción, pues, en el caso de las t ransferencias por porcentaje y/o 

sobretasa ambiental, el medio de control estudiado es procedente.   

 

2.3.3. Acción de cumplimiento y cobro de transferencia de porcentaje y/o 

sobretasa ambiental por las Corporaciones Autónomas 

 

Con el fin de garantizar recursos para la protección del medio ambiente y 

de los recursos naturales no renovables, la Ley 99 de 1993, en su Capítulo VII, 

correspondiente a las rentas de las Corporaciones Autónomas Regionales, 

contempla la generación de tasas retribut ivas de las consecuencias nocivas 

de la ut ilización de los recursos naturales; tasas por la ut ilización de aguas; 

tasas para compensar los gastos de mantenimiento de la renovación de los 

recursos naturales renovables; t ransferencias de las empresas de energía 

eléctrica y un porcentaje sobre los impuestos a la propiedad inmueble.  

 

En punto de lo específicamente tratado, el art . 317 de la Const itución 

Polít ica le permite a la Ley dest inar una parte de los t ributos que impongan 

los municipios sobre la propiedad inmueble, con dest ino a las ent idades 

encargadas del manejo y conservación del medio ambiente y de los 

recursos naturales renovables, el cual no puede ser superior al "promedio de 

las sobret asas exist ent es", según las voces de esta norma. 

                                                                 
17 Consejo  de  Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto de fecha 12 de mayo de 

2005. C. P.: ENRIQUE JOSE ARBOLEDA PERDOMO. Radicación número: 1637. Actor: MINISTRO 

DEL MEDIO AMBIENTE, VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL. 
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La ley 99 de 1993 desarrolla la anterior norma const itucional en el art ículo 44, 

estableciendo dos mecanismos a opción de los municipios: (i) un porcentaje 

del recaudo del impuesto predial o (ii) una sobretasa sobre el avalúo del 

inmueble que sirve de base para liquidar el impuesto. Para mayor claridad, 

se transcriben los apartes pert inentes de la norma legal, así:   

 

"ARTICULO 44. PORCENTAJE AMBIENTAL DE LOS GRAVÁMENES A LA 

PROPIEDAD INMUEBLE. Est ablécese, en desarrollo de lo dispuest o 

por el inciso 2o. del art ículo 317 982 de la Const it ución Nacional, y 
con dest ino a la prot ección del medio ambient e y los recursos 

nat urales renovables, un porcent aje sobre el t ot al del recaudo por 
concept o de impuest o predial, que no podrá ser inferior al 15% ni 

superior al 25.9%. El porcent aje de los aport es de cada municipio 

o dist rit o con cargo al recaudo del impuest o predial será fijado 
anualment e por el respect ivo Concejo a iniciat iva del alcalde 

municipal" 
 

“Los municipios y dist rit os podrán opt ar en lugar de lo est ablecido 

en el inciso ant erior por est ablecer, con dest ino al medio 
ambient e, una sobret asa que no podrá ser inferior al 1.5 por mil, ni 

superior al 2.5 por mil sobre el avalúo de los bienes que sirven de 

base para liquidar el impuest o predial". 
 

“Los municipios y dist rit os podrán conservar las sobret asas 
act ualment e vigent es, siempre y cuando ést as no excedan el 

25.9% de los recaudos por concept o de impuest o predial” 

 
“Dichos recursos se ejecut arán conforme a los planes ambient ales 

regionales y municipales, de conformidad con las reglas 
est ablecidas por la present e ley" 

 

“Los recursos que t ransferirán los municipios y dist rit os a las 
Corporaciones Aut ónomas Regionales por concept o de dichos 

porcent ajes ambient ales y en los t érminos de que t rat a el numeral 

1o. del art ículo 46989, deberán ser pagados a ést as por t rimest res, 
a medida que la ent idad t errit orial efect úe el recaudo y, 

excepcionalment e, por anualidades ant es del 30 de marzo de 
cada año subsiguient e al período de recaudación" 

 

“Las Corporaciones Aut ónomas Regionales dest inarán los recursos 
de que t rat a el present e art ículo a la ejecución de programas y 

proyect os de prot ección o rest auración del medio ambient e y los 

recursos nat urales renovables, de acuerdo con los planes de 
desarrollo de los municipios del área de su jurisdicción. Para la 

ejecución de las inversiones que afect en est os recursos se seguirán 
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las reglas especiales sobre planificación ambient al que la presente 

ley est ablece."   

 
PARÁGRAFO 1. (...) 

 
PARÁGRAFO 2. (...)"   

 

Debe destacarse, que el precepto transcrito desarrolla el inciso 2° del 

art ículo 317 de la Carta Polít ica, en cuanto permite dest inar una parte del 

impuesto predial, para las actividades de protección y restauración del 

medio ambiente, en su correspondiente municipio. Esto significa, que 

quienes están obligados a pagar la sobretasa o porcentaje con dest ino a 

las Corporaciones Autónomas Regionales, son los propietarios de los bienes 

raíces de la jurisdicción municipal, pues en esencia, se trata de un impuesto 

sobre la propiedad inmueble, permit ido por la Const itución, por lo que los 

respectivos municipios, son meros recaudadores de estos tributos creados 

en favor de las ent idades que manejan el medio ambiente.  

 

La Corte Const itucional al definir la const itucionalidad del art ículo 44 antes 

transcrito, se apoyó en esta misma realidad jurídica y declaró su 

const itucionalidad en sentencia C  - 305 de 1995, que sobre el part icular 

expresa: 

 

"10. - Por últ imo, no puede decirse que se viola el art ículo 362151 

C.P. de la descent ralización fiscal, porque ya se ha dicho en est a 
sent encia que el porcent aje no "pert enece" al Municipio, sino que 

es el Municipio quien lo recauda y lo t ransfiere, siendo part e "de 

las rent as de las Corporaciones aut ónomas regionales" como lo 
dice el t ít ulo VII de la Ley 99 de 1993, en el encabezamient o 

respect ivo." 

 

Siendo así, es claro que se está en presencia de una "t ransferencia" que los 

municipios hacen a las Corporaciones Autónomas Regionales y no de un 

tributo u obligación fiscal a su cargo y que por lo mismo, éstos recursos no 

les pertenecen, sino que son ingresos propios de las Corporaciones 

Autónomas Regionales, sobre los cuales las ent idades territoriales son meros 

recaudadores. 
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Debe igualmente resaltarse, que el inciso 5° del art ículo 44 transcrito, ordena 

girar t rimestralmente el dinero recaudado a las corporaciones, a medida 

que la ent idad territorial efectúa el recaudo y excepcionalmente, por 

anualidades, antes del 30 de marzo siguiente al período del recaudo. 

 

Todo lo anterior permite concluir, que se está en presencia de una 

obligación legal de transferencia de unos recursos públicos que los 

municipios o distritos deben realizar, con el producto del impuesto predial 

que recaudan con tal fin  - sea el porcentaje o la  sobretasa -,  y que no 

pertenecen a dichas ent idades territoriales, pues, lo perciben en calidad de 

recaudadores, los cuales forman parte del patrimonio y rentas de las 

corporaciones. 

 

A part ir de lo afirmado, resultan válidas las siguientes consecuencias:  

 

a. La relación jurídica que surge entre los municipios y las Corporaciones 

Autónomas Regionales sobre las t ransferencias, no es de carácter t ributario, 

por lo mismo, no se le puede aplicar esta normatividad, de ahí que, 

analizado el deber legal impuesto a los municipios, puede afirmarse que el 

contenido prestacional de la obligación consiste, en desarrollar la actividad 

administrat iva indispensable, para hacer llegar los recursos recaudados a su 

dest ino, esto es, una obligación de hacer o de realizar una conducta, que 

no implica preeminencia de una entidad sobre otra o en otras palabras, la 

obligación de expedir un acto administrat ivo que reconozca la deuda y 

disponga el pago respectivo, brindando a la acreedora la posibilidad del 

cobro coactivo, por ende, de fenómenos de la prescripción;  

 

b. Las transferencias son imprescript ibles por t ratarse de bienes fiscales de las 

Corporaciones Autónomas Regionales, y  

 

c. La responsabilidad personal de los funcionarios que no efectúan las 

t ransferencias, es la propia del manejo de recursos públicos. 
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En tal sent ido, una vez causado el impuesto predial, percibido por el 

municipio y habiéndose determinado por el Concejo Municipal, la porción 

de éste que ha de transferirse a la corporación respectiva, debe darse 

aplicación a la normatividad presupuestal, para cumplir el dest ino  previsto 

para estos recursos por la Const itución y la ley, cuando se acude al 

fenómeno del porcentaje o establecido, por la misma vía, la sobretasa a 

cobrarse, será su valor el que cumpla tal dest ino. 

 

Ahora bien, el incumplimiento del deber legal de transferencia por parte de 

los municipios, en favor de las Corporaciones Autónomas, puede generar, 

tema no tratado por la Ley 99 de 1993, que la acción de cumplimiento 

resulte procedente para su cobro, más aún si se t iene en cuenta que éstas 

no const ituyen un gast o presupuestal de los municipios, de los que no se 

pueden exigir por esta acción (art ículo 9° parágrafo Ley 393 de 1997), pues, 

como ya se ha precisado, los municipios perciben los recursos en calidad de 

recaudadores con dest ino al patrimonio de las corporaciones. 

 

Ad empero, que tal posibilidad exista, no indica, inmediatamente, que la 

acción de cumplimiento deba siempre prosperar cuando se cobran tales 

t ransferencias.  

 

Al efecto, dado el carácter subsidiario del medio de control en estudio, 

cuando un medio ordinario aparece como idóneo y eficaz (aspectos 

considerados aún bajo figuras procesales como la caducidad, por ejemplo), 

será ese el que se privilegie, especialmente, cuando existen dudas sobre los 

montos adeudados y la forma de recaudo que se adoptó por parte del ente 

municipal. 

 

2.4. El caso concreto.  

 

En el presente asunto, la discusión se traba en considerar si deben negarse 

las pretensiones ejercidas al interior del medio de control de cumplimiento 

de normas con fuerza material de ley, para el cobro de transferencias 

derivadas del denominado porcentaje y/o sobretasa ambiental, cuando la 
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administración ha provocado un acto administrat ivo ficto negativo, que 

puede ser objeto de demanda por un medio ordinario de control y no, bajo 

la consideración de que lo exhibido como t ítulo de cumplimiento, reúne los 

requisitos propios del mismo, como pretende enarbolarlo la impugnante, 

pues, la primera instancia fue clara en señalar, que se negaban las 

pretensiones dada la existencia de otros medios judiciales que permit ían 

llegar al mismo fin. 

 

Establecido así el conflicto, debe dársele razón a la primera instancia, pues, 

se ha demostrado con claridad, que mediante escrito de fecha 19 de enero 

de 201718, CARSUCRE requirió al municipio de El Roble – Sucre, el 

cumplimiento de lo señalado en los arts. 44 de la Ley 99 de 1993 y 2 y 3 del 

Decreto 1339 de 1994, en otras palabras el pago del porcentaje y/o 

sobretasa ambiental correspondiente a los períodos ya conocidos, 

t raducidos en la suma de $ 10.910.413.oo y en no haber expedido las 

cert ificaciones de los valores recaudos en los t rimestres, igualmente, ya 

descritos. 

 

Pet ición que no obtuvo respuesta, por ende, a tenor del art . 83 del CPACA 19, 

creadora del denominado silencio administrat ivo negativo, cuya demanda 

ante esta jurisdicción no está sometida al fenómeno de la caducidad, si se 

at iende lo dispuesto en el art . 164 ídem20, lo cual hace que la posibilidad de 

ejercer el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho  se 

                                                                 
18 Folios 5 – 7, cuaderno de primera instancia.  
19 “Artículo 83. Silencio negativo. Transcurridos tres (3) meses contados a partir de la 

presentación de una petición sin que se haya notificado decisión que la resuelva, se 

entenderá que esta es negativa. 

En los casos en que la ley señale un plazo superior a los tres (3) meses para resolver la 

petición sin que esta se hubiere decidido, el silencio administrativo se producirá al cabo de 

un (1) mes contado a partir de la fecha en que debió adoptarse la decisión.  

La ocurrencia del silencio administrativo negativo no eximirá de responsabilidad a las 

autoridades. Tampoco las excusará del deber de decidir sobre la petición inicial, salvo que 

el interesado haya hecho uso de los recursos contra el acto presunto, o que habiendo 

acudido ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se haya not ificado auto 

admisorio de la demanda”. 
20 “Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda.  La demanda deberá ser 

presentada:…  

1. En cualquier tiempo, cuando:…  

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables;…  

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo;… ” 



 

Expediente No. 70-001-33-33-004-2018-00087-01 

Acción de Cum plimiento - Segunda Instancia 

 

 

20 

 

halle vigente, junto con la precaución de requerir medidas cautelares, 

desde la misma presentación del libelo genitor.  

 

Si a lo anterior se le suma, que de conformidad con la respuesta brindada a 

la demanda por el ente accionado, no hay claridad sobre la suma 

adeudada por porcentaje y/o sobretasa ambiental y los períodos ídem, 

pues, aparentemente se han efectuado unos pagos, como tampoco sobre 

la modalidad ut ilizada por el municipio de El Roble – Sucre para su recaudo 

(porcentaje o sobretasa, que permit iría hacer un cálculo preciso), la 

consecuencia lógica es que no puede ut ilizarse un medio de control como 

el presente para dilucidar tales conflict os, dado su carácter residual y la 

connotación de exigir la existencia de un t ítulo de cumplimiento claro. 

 

Recuérdese, que uno de los requisitos de este medio de control es que el 

afectado no tenga o haya podido ejercer otro instrumento judicial, para 

lograr el efectivo cumplimiento del deber jurídico o administrat ivo, salvo el 

caso que, de no proceder el juez, se produzca un perjuicio grave e 

inminente para quien ejerció la acción. Por ende, exist iendo un medio de 

control idóneo y eficaz, en los términos que ya se describieron y que no se 

avizora un perjuicio irremediable para el ente demandante, pues, la suma 

de dinero objeto de transferencia -al menos la conocida-, no es abultada, 

con ello que el demandante, prima facie, no puede predicar afectación de 

sus finanzas, el medio de control ejercido, si bien resulta procedente, debe 

ser negado en sus pretensiones, imponiéndose la confirmación de la 

providencia impugnada.    

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Primera de Decisión Oral del Tribunal 

Administrat ivo de Sucre, Administrando Just icia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la Ley,  
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FALLA: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia impugnada, proferida el 23 de mayo de 

2018, por el Juzgado Cuarto Administrat ivo Oral del Circuito Judicial de 

Sincelejo, pero según lo expuesto en esta providencia. 

 

SEGUNDO: De manera oficiosa, por conducto de la Secretaria de este 

Tribunal, ENVÍESE copia de la presente decisión al Juzgado de origen.   

 

TERCERO: En firme este fallo, CANCÉLESE su radicación, previa anotación en  

el Sistema Informático de Administración Judicial Siglo XXI.  

 

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
Estudiado y aprobado en sesión de la fecha, Acta No. 0090/2018 

 
Los Magistrados,  

 

 
 

 

RUFO ARTURO CARVAJAL ARGOTY 
 

 
 

 

 
EDUARDO JAVIER TORRALVO NEGRETE         SILVIA ROSA ESCUDERO BARBOZA 


